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Estimados Expertos:

El Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) agradece la oportunidad de participar en la “Reunión de Expertos Gubernamentales sobre las Mejores Prácticas y Experiencias Nacionales en la Adopción de Medidas Contra el “terrorismo”, Bajo la Perspectiva de los Derechos Humanos”, convocada por el Consejo Permanente de la OEA mediante resolución CP/RES. 857 (1395/04).  Deseamos sinceramente que los trabajos que se inician puedan aportar elementos para la discusión y fortalezcan el importante papel que la OEA debe cumplir en la región, especialmente mediante sus órganos de protección de derechos humanos. 

CEJIL ha condenado enérgicamente los actos de “terrorismo”, en la medida en que son manifestaciones graves de violencia que vulneran vidas y libertades de miles de personas. Consideramos que este tipo de conducta sólo puede ser enfrentada con éxito en sociedades abiertas, por sistemas democráticos sólidos y bajo el imperio de la ley. Por ello, entendemos que las acciones de los Estados dirigidas a combatir las diversas formas de “terrorismo” deben adoptarse en el marco del derecho internacional de los derechos humanos, del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los refugiados; deben garantizar los espacios de discusión y participación ciudadana y la libertad de información y expresión; y apuntar prioritariamente al fortalecimiento de las instituciones democráticas y del Estado de Derecho.  

En este sentido, consideramos que los Estados tienen no sólo el derecho sino también la obligación de asegurar su defensa, combatir los actos “terroristas” y criminales, y promover la seguridad ciudadana, pero con estricto respeto de principios universales como el de legalidad y la presunción de inocencia, consagrados y reconocidos ampliamente por todos los países de la región en virtud del derecho internacional de los derechos humanos y de las propias constituciones políticas. 

En su primera sentencia, la Corte Interamericana, máximo órgano de protección de los derechos humanos en la región, manifestó: “Está más allá de toda duda que el Estado tiene el derecho y el deber de garantizar su propia seguridad.  Tampoco puede discutirse que toda la sociedad padece por las infracciones a su orden jurídico. Pero por graves que puedan ser ciertas acciones y por culpables que puedan resultar los reos de determinados delitos, no cabe admitir que el poder pueda ejercerse sin límite alguno o que el Estado pueda valerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus objetivos, sin sujeción al derecho o a la moral.  Ninguna actividad del Estado puede fundarse sobre el desprecio a la dignidad humana” (Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez.  Sentencia de 29 de julio de 1988, párrafo 154).

En tal sentido, la traumática experiencia del “terrorismo” de Estado en los países de América, nos obliga a advertir sobre el peligro de que la lucha contra el “terrorismo” pueda ser utilizada para consagrar regímenes de excepción, socavar las reglas de la convivencia democrática y reeditar la lógica de la seguridad nacional como razón de Estado, que justifique prácticas que menoscaben los derechos humanos.  Por tal razón, y con el objeto de no reeditar la historia, las políticas y medidas que se adopten para luchar contra el “terrorismo” deben someterse a los estándares internacionales de derechos humanos, bajo dos premisas: a) que cualquier restricción debe darse atendiendo las obligaciones derivadas de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, que reafirma la supremacía del derecho internacional sobre el derecho interno y, b) teniendo en cuenta que toda medida que se adopte para enfrentar situaciones especiales debe responder a los criterios expuestos en el artículo 27 de la Convención Americana, que prohíbe la suspensión de garantías judiciales básicas en caso de guerra, peligro público u otra emergencia.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la legitimidad de las disposiciones restrictivas dependerá de la proporcionalidad y razonabilidad de la situación, siempre que no se excedan los límites expuestos por la Convención. “A la luz de los señalamientos anteriores deben considerarse como indispensables, a los efectos del artículo 27.2, aquellos procedimientos judiciales que ordinariamente son idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio de los derechos y libertades a que se refiere dicho artículo y cuya supresión o limitación pondría en peligro esa plenitud” (Opinión Consultiva 8/ 87, párrafo 29).

Es igualmente importante determinar que ningún Estado que haga parte de la OEA podrá socavar las garantías judiciales ni el accionar de los órganos de control judicial frente a las medidas de combate al “terrorismo”.  Otorgar facultades a las fuerzas militares o a cualquier otro aparato de seguridad estatal, mediante decretos ejecutivos, por fuera de los marcos establecidos en la constitución y la ley, pone en duda el carácter democrático del propio Estado y desconoce los parámetros fijados por el derecho internacional. 

Por otra parte, es importante destacar que la preocupación de los países miembros de la OEA por el fenómeno del “terrorismo” se materializó en el año 2002, mediante la aprobación de la Convención contra el “terrorismo”, la cual consagra que el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados deben ser la fuente para el diseño de políticas públicas de seguridad.  Específicamente, el artículo 15.1 de la Convención contra el Terrorismo establece que “las medidas adoptadas por los Estados Parte de conformidad con esta Convención, se llevarán a cabo con pleno respeto al estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales”.

Así mismo, la Convención señala que las obligaciones internacionales de los Estados firmantes en materia de derechos humanos tienen primacía sobre todas las obligaciones adquiridas en virtud de dicha Convención: “Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará en el sentido de que menoscaba otros derechos y obligaciones de los Estados y de las personas conforme al derecho internacional, en particular la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos, el derecho internacional  humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados (Art. 15, Párrafo 2)”.

Cualquier actividad, nacional o internacional, contra el ‘“terrorismo”’, debe garantizar que las personas explícita y legalmente acusadas de cometer actos de “terrorismo”: a) no sean extraditadas a países que son conocidos por practicar la tortura; b) no sean juzgadas por tribunales militares; c) puedan disfrutar del derecho al debido proceso. 

De igual manera, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado su preocupación porque a las Fuerzas Armadas se les asignen funciones de combate contra el “terrorismo”.  “Una de las medidas que la Comisión ve con más preocupación es la referente a permitir a miembros de las fuerzas militares ejercer funciones de policía judicial en investigaciones realizadas por la fiscalía en relación con civiles. La utilización de militares como agentes de policía judicial por parte de fiscales puede prestarse a la violación de derechos de los ciudadanos, a la realización de pruebas amañadas o al ocultamiento de pruebas cuando pueden indicar responsabilidades por parte de las fuerzas armadas, a las cuales se sindica con frecuencia de presuntas violaciones a los derechos humanos”.

En este sentido en una resolución del 12 de diciembre de 2001, la CIDH reafirmó su posición al respecto: “La doctrina de la CIDH ha sido que los tribunales militares no pueden juzgar civiles, salvo ante la inexistencia material de cortes civiles, cuando tal juzgamiento es de hecho imposible.  Incluso y en tal caso, la CIDH ha señalado que el juzgamiento debe reconocer las garantías mínimas establecidas en el derecho internacional, que incluyen la no discriminación entre ciudadanos y quienes se encuentren bajo la jurisdicción de un Estado, juez independiente, derecho de defensa, libre elección, y acceso a las pruebas y posibilidad de contradecirlas”.

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho reiteradamente que los tribunales militares tienen un alcance muy limitado y tienen que respetar siempre el debido proceso.   “En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares.  Así, debe estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles y sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar” (Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de agosto de 2000, párrafo 117).  
La Convención contra el Terrorismo de igual manera garantiza el debido proceso para personas acusadas de delitos relacionados con el “terrorismo”. “A toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada con arreglo a la presente Convención se le garantizará un trato justo, incluido el goce de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y las disposiciones pertinentes del derecho internacional” (Art. 15 Párrafo 3).

La extradición de personas por cualquier delito debe asegurar los derechos humanos de la persona extraditada.  El derecho a la integridad física está internacionalmente reconocido y los Estados que extraditen una persona a otro Estados, donde hay suficientes bases para creer que la persona será sometida a tortura violan el artículo 3 de la Convención contra la Tortura.

Por lo tanto, es de especial importancia que los gobiernos aseguren que todas las actividades que llevan a cabo para combatir el “terrorismo” aseguren el pleno respeto de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Esto requiere que, en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas de seguridad, se involucren expertos gubernamentales en derechos humanos, y que se capacitan y formen expertos en otros sectores del gobierno sobre las responsabilidades estatales en materia de derechos humanos y como asegurar su primacía. Creemos que reuniones de este carácter son indispensables para garantizar este propósito.

Como parte de este compromiso, es primordial que los expertos gubernamentales presentes transmitan a sus gobiernos la importancia de desalentar el involucramiento de las Fuerzas Armadas en temas de seguridad.  El ‘“terrorismo”’ es un acto esencialmente criminal, como el narcotráfico, el crimen organizado y el tráfico ilícito de armas, y aunque requiere una cooperación internacional, no cabe dentro del mandato de las fuerzas armadas de la región, cuya función debe limitarse a la defensa del territorio nacional.

Como se observa, los órganos de protección de derechos humanos instituidos por la OEA, han creado pautas claras respecto de las limitaciones que tienen los Estados para el combate contra el fenómeno del “terrorismo”.  En este sentido, el informe de la CIDH sobre “terrorismo” y Derechos Humanos es un documento excelente que puede ser un puente entre el trabajo de la CICTE y la de CIDH, y de otros órganos políticos de la OEA con competencia en esta materia.  

CEJIL apoya la recomendación de WOLA, en el sentido que este informe se convierta en directrices específicas que utilizarán los Estados Miembros de la OEA en el diseño e implementación de medidas contra el “terrorismo”.  El Informe de la CIDH señala que “la campaña contra el terrorismo y la protección de los derechos humanos y de la democracia constituyen responsabilidades complementarias.  El objeto y el propósito mismo de las iniciativas contra el terrorismo, en una sociedad democrática, es la protección de las instituciones democráticas, los derechos humanos y el imperio de la ley, no su menoscabo”.  Esta complementariedad entre el combate contra el “terrorismo”, los derechos humanos y la democracia esta fundada en la ley y debe ser tenida en cuenta por los órganos de la OEA.  El “Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos” de la CIDH debe ser la base de una cooperación más amplia entre los órganos del Sistema Interamericano, tales como la CICTE, la CIDH y la UPD.

Esperamos que esta reunión de expertos pueda servir para lograr una mayor incorporación de los principios y normas de derechos humanos en las actividades que se adelanten contra el “terrorismo”, que se demuestre a nivel interno en cada país y también a nivel regional con una mayor cooperación entre los órganos de la OEA. Resaltamos que la preeminencia de las obligaciones internacionales de los Estados en materia de derechos humanos sobre cualquier actividad contra el “terrorismo” no tiene excepción. Este principio debe ser la base y el marco de toda actividad contra el “terrorismo”, para limitar la actuación de las fuerzas armadas en un área que no corresponde a su mandato.
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